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Sobre:  

Art. 169 Secuestro 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 

la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

El 11 de julio de 2016, José A. González Ayala [González 

Ayala], acudió a nuestro foro, por derecho propio, para que 

revisemos una Orden que emitió el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan [TPI], el 23 de junio.   En la Orden, 

el foro de instancia determinó No Ha Lugar a la moción que 

presentó González Ayala.   

Para lograr el más eficiente despacho del asunto, 

prescindimos de solicitar ulteriores escritos no jurisdiccionales a 

tenor con la regla 7 (B) (5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones 4 LPRA Ap. XXII-B.  Procedemos a evaluar. 

Mediante manuscrito, González Ayala indica que el 16 de 

noviembre de 2005 fue sentenciado a dieciséis años y dos días 

consecutivos en el caso KDC2005G0021.  Expone que como 

parte de su plan institucional se encuentra estudiando, tomó la 

terapia de drogas y alcohol y no tiene querellas.   Alega que es 

un hombre joven de 33 años, con una vida por delante y desde 

los 22 años está preso, esto es once años confinado sin 

problemas.  Aduce que es primer ofensor, que lleva mucho 

tiempo preso, que trabaja en la libre comunidad y tiene una 

familia que le espera.  Consecuentemente nos solicitó la 
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aplicación de la Regla 192.11 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 

Ap. II,  el Principio de Favorabilidad y la Ley 246 de 2014.   

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

Es sabido que el recurso de certiorari, constituye un 

vehículo procesal discrecional que nos permite, como foro de 

mayor jerarquía, revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); 

Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009); García v. 

Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).   Descansa en la sana 

discreción del foro apelativo el expedir o no el auto solicitado. 

García v. Padró, supra.   

Para ejercer nuestra función revisora, la Regla 34 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B 

gobierna el contenido de la solicitud de certiorari.  Así, la Regla 

34(C) (1) del Reglamento, dispone en lo aquí pertinente que 

todo recurso de certiorari debe contener en el cuerpo lo 

siguiente:  

[…] 

(d) Una relación fiel y concisa de los hechos procesales y 
materiales del caso.   

  

(e) Un señalamiento breve y conciso de los errores que a 

juicio de la parte peticionaria cometió el Tribunal de 
Primera Instancia.  

  

(f) Una discusión de los errores señalados, incluyendo las 
disposiciones de ley y la jurisprudencia aplicable.  

  

…  

  

En casos criminales, la referida Regla 34 (E), exige que, 

además, se incluya la denuncia y la acusación, si la hubiere, al 

igual que la determinación del foro de instancia cuya revisión se 

solicita.  También se debe acompañar, la resolución u orden, y 

toda moción o escrito en los cuales se discuta expresamente el 

                                                 
1
Esta Regla permite que cualquier persona que se halle detenida luego de recaída una 

sentencia condenatoria, a presentar en cualquier momento una moción en la sede del 
Tribunal de Primera Instancia que dictó el fallo condenatorio, con el objetivo de que su 

convicción sea anulada, dejada sin efecto o corregida, en circunstancias en que se 
alegue el derecho a ser puesto en libertad.” Véase Pueblo v. Torres Cruz, 194 DPR __ 
(2015), 2015 TSPR 147; Pueblo v. Pérez Adorno, 178 DPR 946 (2010). 
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asunto planteado en la solicitud de certiorari, o que sean 

relevantes a ésta; así como cualquier otro documento que forme 

parte del expediente en el Tribunal de Primera Instancia y que 

pueda ser útil al Tribunal de Apelaciones a los fines de resolver 

la controversia.  4 LPRA Ap. XXII-B, R. 34    

Nuestro sistema judicial es adversativo y rogado, el cual 

descansa sobre la premisa de que las partes son los mejores 

guardianes de sus derechos e intereses. Bco. Bilbao v. González 

Zayas, 155 DPR 589, 594 (2001); S.L.G. Llorens v. Srio. De 

Justicia, 152 DPR 2, 8 (2000).  Sabido es que las normas sobre 

el perfeccionamiento de los recursos ante el Tribunal de 

Apelaciones deben observarse rigurosamente, lo cual incluye el 

cumplimiento con las disposiciones del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones. Lugo Rodríguez v. Suárez Camejo, 165 DPR 729 

(2005).  El incumplimiento con las disposiciones reglamentarias 

sobre los recursos presentados en el Tribunal de Apelaciones 

puede conllevar la desestimación. Pueblo v. Rivera Toro, 173 

DPR 137 (2008); Cárdenas Maxán v. Rodríguez, 119 DPR 642 

(1987).  El Tribunal Supremo ha resuelto que el hecho de que 

las partes comparezcan por derecho propio, por sí solo, no 

justifica el incumplimiento de éstas con las reglas procesales. 

Febles v. Romar Pool Construction, 159 DPR 714 (2003).  En 

consecuencia, procede la desestimación de un recurso por 

incumplimiento al Reglamento, cuando éste haya provocado un 

"impedimento real y meritorio para que el tribunal pueda 

atender el caso en los méritos". Pueblo v. Rivera Toro, supra, 

citando a Román Velázquez v. Román Hernández, 158 DPR 163, 

167-168 (2002). Como es sabido, para juzgar, hay que conocer; 

el derecho de apelación no es automático, conlleva 

diligenciamiento y un perfeccionamiento adecuado. Andino v. 

Topeka, 142 DPR 927, 933, 938 (1997).   

De otro lado, es postulado básico de nuestro ordenamiento 

penal que la ley aplicable a unos hechos delictivos es aquella 
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vigente al tiempo de cometerse el delito. Pueblo v. Rexach 

Benítez, 130 DPR 273, 301 (1992).  El ordenamiento penal 

asimismo reconoce el principio de favorabilidad que opera 

cuando el legislador hace una nueva valoración de la conducta 

punible, en el sentido de excluir o disminuir la necesidad de su 

represión penal. Pueblo v. González, 165 DPR 675 (2005); 

Véase, Luis Jiménez de Asúa, Tratado de Derecho Penal, Tomo 

II, pág. 543 (1950). 

Este principio de favorabilidad, está codificado en el 

Artículo 4 del Código Penal de 2012, Ley 146-2012, según 

enmendada por la Ley 246-2014, el cual expone que,  

La ley penal aplicable es la vigente al momento de la 

comisión de los hechos.  La ley penal tiene efecto 
retroactivo en lo que favorezca a la persona imputada 

de delito. En consecuencia, se aplican las siguientes 
normas:  

(a) Si la ley vigente al tiempo de cometerse el delito 

es distinta de la que exista al procesar al imputado o 
al imponerle la sentencia, se aplicará siempre la ley 

más benigna.  
(b) Si durante el término en que la persona está 

cumpliendo la sentencia entra en vigor una ley más 
benigna en cuanto a la pena o al modo de ejecutarla, 

se aplicará retroactivamente.   
33 LPRA sec. 5004.   

 
Conforme al principio de favorabilidad, procede la 

aplicación retroactiva de una ley penal cuando favorece a la 

persona imputada de delito.  Pueblo v. Torres Cruz, 193 DPR___ 

(2015), 2015 TSPR 138; Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 

656, 673 (2012).  El principio de favorabilidad no tiene rango 

constitucional, por lo que la aplicación retroactiva de las leyes 

penales que favorezcan al acusado queda dentro de la 

prerrogativa total del legislador. Pueblo v. Hernández García, 

supra; Pueblo v. González, supra. Es por ello que, el principio de 

favorabilidad corresponde a un acto de gracia legislativa cuyo 

origen es puramente estatutario. Pueblo v. González, supra.  

Por otra parte, el principio de favorabilidad incluido en el 

Art. 4 del Código Penal de 2012, supra, "aplicará a conducta 

delictiva realizada a partir del 1 de septiembre de 2012 cuando 
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se apruebe una ley que sea más favorable que el Código Penal 

según vigente al momento de aprobación de la ley posterior con 

respecto a la situación de la persona". Pueblo v. Torres Cruz, 

supra, citando a la Profesora Dora Nevares-Muñiz, Derecho Penal 

Puertorriqueño, 7ma ed. rev., San Juan, Instituto para el 

Desarrollo del Derecho, Inc., 2015, pág. 102.  

Así que, el principio de favorabilidad no es absoluto. “En 

nuestra jurisdicción, la aprobación de cláusulas de reserva opera 

como una limitación al principio de favorabilidad; principio que, 

al carecer de rango constitucional, está dentro de la prerrogativa 

absoluta del legislador.” Pueblo v. González, supra.  A estos 

efectos, el Artículo 303 Código Penal de 2012, según enmendado 

por la Ley Núm. 246-2014, establece una cláusula de reserva, a 

saber:  

La conducta realizada con anterioridad a la 
vigencia de este Código en violación a las 

disposiciones del Código Penal aquí derogado o de 
cualquier otra ley especial de carácter penal se regirá 

por las leyes vigentes al momento del hecho. […] 
(énfasis nuestro) 

33 LPRA sec. 5412 
 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico en Pueblo v. González, 

supra, interpretó el principio de favorabilidad y la cláusula de 

reserva del Nuevo Código Penal del 2004, para delitos cometidos 

bajo el anterior Código Penal de 1974 y dispuso lo siguiente:  

La interpretación lógica y razonable de todas las 
disposiciones estatutarias aquí en controversia es a 

los efectos de que la cláusula de reserva contenida 

en el Artículo 308 del Código de 2004, la cual 
constituye una limitación al principio de favorabilidad 

contenido en el Artículo 4 del Código de 1974, 
impide que el nuevo Código pueda ser aplicado 

retroactivamente como ley penal más favorable.  
[…] 

La cláusula de reserva contenida en el Artículo 308 
del Código Penal de 2004 impide que un acusado por 

hechos delictivos cometidos durante la vigencia del 
derogado Código Penal de 1974 pueda invocar --vía 

el Artículo 4 del mismo-- las disposiciones del nuevo 
Código Penal. En virtud de ello, a todos los hechos 

cometidos bajo la vigencia y en violación de las 
disposiciones del Código Penal de 1974 les aplicará el 

referido cuerpo legal en su totalidad. Ello así, ya que 
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la clara intención legislativa es a los efectos de que el 

nuevo Código Penal tenga, únicamente, aplicación 
prospectiva.  

 

Así pues, en el caso de personas que estén cumpliendo 

sentencia bajo el Código Penal de 2004 derogado por el Código 

de 2012, el inciso (b) de este Artículo 4 debe leerse en armonía 

con el artículo 303-similar al art. 308 del Código de 2004-que 

opera como una cláusula de reserva, en cuanto a la conducta 

típica. D. Nevares Muñiz, Código Penal de Puerto Rico, Ed. 2012, 

págs. 10-11.  De manera que, las cláusulas de reserva son un 

impedimento para que le aplique el principio de favorabilidad a 

códigos derogados o leyes especiales.  

A la luz del marco doctrinal antes esbozado, aplicamos. 

González Ayala, en su escrito de una página y media, 

expresó que en el año 2005 fue sentenciado a cumplir dieciséis 

años de cárcel, que ha cumplido con su plan institucional 

favorablemente sin querellas y que lleva once años en prisión.  

Sin embargo, en su escrito no alegó la comisión de ningún error 

del foro de instancia que tengamos que atender ni fundamentó 

las razones por las cuales tendríamos que intervenir.  Tampoco 

incluyó copia de la sentencia para nuestra revisión, ni la moción 

que presuntamente envió al foro de instancia, la cual luego fue 

denegada y ahora solicita nuestra revisión.    González Ayala se 

limitó a hacer referencia a la Regla 192.1 de Procedimiento  

Criminal, al principio de favorabilidad y a la Ley 246-2014, pero 

no explicó las razones para que dicha normativa le aplicara a su 

caso.  Así que el expediente carece de información fundamental 

que tenía que ser incluida para que el recurso quedara 

adecuadamente perfeccionado.  Ello impide que  podamos 

ejercer nuestra función revisora y nos priva de jurisdicción.   

Aun si pudiésemos atender el recurso, no procede aplicar 

el principio de favorabilidad.  González Ayala alegó que el 16 de  

noviembre de 2005, en el caso K DC2005G0021, recayó 
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sentencia en su contra.  Como la sentencia se dictó bajo las 

disposiciones del Código Penal de 2004, antes de que entrara en 

vigor el Código Penal de 2012, no le aplica el Código Penal de 

2012 con sus enmiendas.  El principio de favorabilidad opera en 

conducta delictiva realizada a partir del 1 de septiembre de 

2012.  Véase Pueblo v. Torres Cruz, supra.  A su vez, la cláusula 

de reserva plasmada en el Art. 303 del Código Penal de 2012 

impide la aplicación retroactiva de disposiciones más favorables 

a delitos tipificados bajo el Código derogado –como el Código de 

2004- o de cualquier otra ley especial de carácter penal.  Así 

que, no procede aplicar de forma retroactiva, las disposiciones 

del Código Penal de 2012 y su enmienda, a delitos cometidos 

bajo la vigencia del Código Penal de 2004.    

Ahora bien, de su escrito surge su deseo de superarse y 

salir pronto de prisión.  Ante ello, le instamos a continuar 

cumpliendo, de forma favorable, con el plan que le provee el 

Departamento de Corrección.   A su vez, le recomendamos que 

verifique en los programas que ofrezca el Departamento de 

Corrección, si cualifica para bonificaciones o algún beneficio o si 

puede ser considerado para el privilegio de la Junta de Libertad 

bajo Palabra. 

DICTAMEN 

Por no perfeccionarse el recurso de certiorari 

adecuadamente, procedemos a su desestimación.   

Disponemos que el Secretario del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación deberá entregar copia de esta 

sentencia al recurrente, en cualquier institución correccional 

donde este se encuentre. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal.  

Dimarie Alicea Lozada 

      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


